	Fecha
	8 de enero de 1953
	Sesión número
	2

	Motivo: Amparo

	Recurrente: GUILLERMO CALDERÓN CUADRA, BLANCA NIEVES FERNÁNDEZ ROMERO DE CALDERÓN

	Recurrido: GOBERNADOR DE PUNTARENAS

	Objeto del recurso: Los recurrentes alegan que se les pretende desalojar del kiosco en el que tienen tanto su negocio como su residencia.

	Respuesta del recurrido: Se trata de terrenos municipales sobre los que se otorgó una patente que los recurrentes emplean abusivamente, y sobre los que hay reiterados acuerdos municipales ordenando el desalojo.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (no se acredita arbitrariedad). VS de los Magistrados Sánchez, Bejarano y Fernández Porras.


N° 2
Sesión EXTRAordinaria de Corte Plena celebrada a las quince horas del día ocho de enero de mil novecientos cincuenta y tres, con asistencia de los Magistrados Guardia (Presidente), Elizondo, Quirós, Ramírez, Baudrit, Valle, Aguilar, Ávila, Sánchez, Cordero, Monge, Castillo, Trejos, Bejarano, Acosta y Fernández Porras.
Artículo I
Se entró a conocer del recurso de Amparo que establecen los señores GUILLERMO CALDERÓN CUADRA y BLANCA NIEVES FERNÁNDEZ ROMERO de CALDERÓN contra el señor Gobernador de la Provincia de Puntarenas, pues estiman que este funcionario ha infringido los artículos 23, 45, 46, 11 y 153 de la Constitución Política, y al efecto alegan: que el veintitrés de diciembre próximo pasado recibieron copia de la resolución dictada por la Gobernación de Puntarenas, a las quince horas del veintidós de dicho mes, en virtud de la cual se ordenaba el desalojamiento, por medio de la Fuerza Pública, del negocio denominado “Casino de la Playa”, en cuyo edificio tienen su residencia o domicilio, en el que conviven con su hijo menor; que se les hace la prevención de que si dentro del término de diez días no se acata aquella disposición, se procederá al desmantelamiento del referido negocio; que el establecimiento en cuestión lo adquirió la recurrente Fernández de su esposo, mediante escritura pública, y que el traspaso de patentes fue aceptado por la Municipalidad de aquel puerto, por lo que estiman que nadie podría poner en duda que el negocio y el edificio pertenecen a la señora Fernández; que en cuanto al terreno en que está ubicado el edificio y el negocio, se permiten decir que no es municipal, pues se halla situado en la porción de playa comprendida entre la acera del paseo “Uladislao Guevara” y la orilla del mar, y que sí es de pertenencia del Estado, según lo dispuesto por el inciso primero del artículo 3° de la Ley de Aguas. Que en consecuencia ni el Gobernador, ni la Municipalidad de Puntarenas, tienen facultades para expropiar un derecho de propiedad adquirido de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 509 del Código Civil. En un nuevo memorial, manifiesta que amplía el anterior recurso con las razones que enseguida expone, y que en forma extractada son las siguientes: 1ª – Que la orden de desalojamiento a que se ha hecho referencia, es inconstitucional, por cuanto es depositario del edificio donde está el negocio “Casino de la Playa”, en virtud de nombramiento que le hizo el Juez Ejecutor en el juicio ejecutivo establecido por el Concejo Municipal Administrativo de Puntarenas, y que acredita con el documento correspondiente. 2ª – Que es inconstitucional la resolución dictada por el Gobernador de Puntarenas, por cuanto la propia Municipalidad del Cantón Central de Puntarenas estableció juicio ordinario contra ambos recurrentes para exigirle el cumplimiento de las resoluciones o acuerdos municipales a que hace referencia el Gobernador, y que giran alrededor del desalojamiento del sobredicho negocio; que en razón de haber escogido la vía civil aquella corporación, quiere decir que consideró que ese asunto es de índole civil o patrimonial, por lo que debe estarse a lo dispuesto en el artículo 153 de la Carta Política, y consiguientemente las partes han quedado obligadas a respetar el status y a acatar lo que en definitiva resuelvan los tribunales respectivos. 3ª – Que ahora la Municipalidad pretende hacer efectivos unos acuerdos que ella misma dejó sin efecto; que primeramente anuló los acuerdos anteriores a la sesión N° 52 del 27 de setiembre de 1950, porque en dicha sesión, en el artículo III aparte segundo, resolvió autorizar el traspaso de las patentes comerciales del “Casino de la Playa” de Calderón Cuadra a su esposa Fernández Romero, con lo cual aceptó el traspaso del negocio y del edificio de aquel para esta; que los acuerdos posteriores a la fecha de esa sesión y tomados en contra de los recurrentes también quedaron sin efecto, en virtud de los acuerdos de la sesión ordinaria N° 116 del 13 de agosto de 1952, artículo 8, y de la sesión extraordinaria N° 117 de 22 de agosto de 1952, artículo I; que en el primero de esos acuerdos se disponía conceder a la señora Fernández de Calderón y a su cónyuge, un plazo de quince días para que desalojaran el mencionado negocio, y a la vez se comisionaba al Ejecutivo Municipal para que diera cumplimiento y formal ejecución al acuerdo N° 9 de la sesión N° 79 de 20 y 2 (sic) de agosto de 1951, no obstante haberse dejado de notificar; que mediante el segundo acuerdo se dejó sin efecto la resolución a que se ha hecho referencia, por lo que aquella medida se tornó inoperativa; y 4ª – Que el edificio del “Casino de la Playa” fue construido por el señor Manuel Fernández Fernández sobre la plataforma en que estuvieron emplazados los cañones de saludo del puerto, con el consentimiento de la Secretaría de Seguridad Pública, y que la Municipalidad nunca dio concesión para construir al otro lado de la acera del paseo “Uladislao Guevara Pérez”, en la zona de playa, sino en la calle que pasa frente al costado sur de la Aduana del Puerto, que sí es de propiedad municipal; que en consecuencia la Corporación no es dueña del terreno en que está situado el negocio de los recurrentes, pues de lo contrario ya hubiera presentado su título.
El señor Gobernador de Puntarenas, en su informe de fecha 26 de diciembre anterior, y recibido el 2 de este mes, al referirse al recurso de amparo planteado, manifestó: que hace más de dos años la Municipalidad ha demandado de los señores Calderón que desalojen el kiosco “Casino de la Playa”; que los recurrentes no se habían sujetado, ni lo hicieron después, a los reglamentos que regulan el funcionamiento de los kioscos en la zona ubicada al Sur de la acera del paseo de la playa a poca distancia del Muelle, y para agravar la situación, establecieron en el mismo kiosco su vivienda, quebrantando además las leyes sobre Sanidad; que los señores Calderón se opusieron siempre a las demandas hechas por la Municipalidad de aquel cantón central; que la Corporación, en el aparte segundo del acuerdo N° 1 de la Sesión Ordinaria N° 48 de 22 de noviembre de 1950, dispuso autorizar al Ejecutivo Municipal para notificar a los recurrentes que en el término de quince días debían desalojar dicho kiosco, llevándose las mejoras; y que también se le pusiera en conocimiento que de no acatar esa disposición quedaba autorizado el Apoderado Municipal para proceder al desahucio administrativo en su contra; que los señores Calderón apelaron de dicho acuerdo y el Ministerio de Gobernación, en resolución N° 206 de las 14 horas de 20 de diciembre de 1950, consideró: “Que lo resuelto por la Corporación Municipal se ajusta cabalmente a las condiciones determinadas en las cláusulas tercera y cuarta del reglamento emitido por la Corporación dicha, y en tal concepto deben estimarse infundadas las objeciones que formulan los recurrentes”; que dicha resolución remata así: “Mantener lo dispuesto por la Municipalidad de Puntarenas”. Que la Municipalidad esperó pacientemente que los señores Calderón acataran el mencionado acuerdo, pero como continuaron en rebeldía, entonces se dictó el acuerdo N° 9 de la sesión ordinaria N° 79 de 22 de agosto de 1951, que en su parte resolutiva dice: “habiendo sido resuelto favorablemente a la tesis de la Municipalidad de Puntarenas, por medio de pronunciamiento del Ministerio de Gobernación aparecido en La Gaceta N° 185 del 7 de agosto de 1951, la apelación interpuesta por la señora Blanca Nieves Fernández de Calderón, es del caso advertir a la interesada como también a Guillermo Calderón Cuadra, que deben cumplir con lo resuelto dentro de los términos legales concedidos al efecto, desalojando el llamado Casino de la Playa y que de no hacerse así, se tomarán los caminos legales que mejor convengan a los intereses municipales para hacer que se cumpla lo ordenado”. Que con fecha 22 de noviembre último, el señor Secretario Municipal le envió el oficio N° 253-253, en el cual le dice que los señores Munícipes lo instan a él, al Gobernador,  que cumpla con lo ordenado en los acuerdos y resoluciones transcritas; pero que como surgiera una divergencia de criterio, respecto a procedimientos, entre los señores Munícipes y el señor Gobernador, ello dio motivo a que el señor Ministro de Gobernación, en oficio N° 8004 de 11 de diciembre anterior, le previniera con el objeto de que le diera cumplimiento sin demora a las disposiciones de la Corporación Municipal. Que a las razones que expuso al señor Ministro, éste le contestó que ejecutara el desalojamiento de la señora Fernández de Calderón, toda vez que el asunto estaba definido en la vía administrativa; y que a otra consulta del Gobernador al señor Ministro, sobre el mismo negocio, produjo el telegrama de 20 de diciembre anterior en el cual se sirve ordenarle que desaloje a los señores Calderón por medio de la Policía, considerando prudente, no obstante que ya están de sobra notificados de las resoluciones a que se ha hecho mención, darles un nuevo plazo a los ocupantes. Que atendiendo, pues, a ese telegrama, dictó la resolución de las quince horas del veintidós de diciembre citado, ordenando el desalojamiento del “Casino de la Playa” y otorgando a los ocupantes diez días de término para desalojarlo, vencido el cual sin haber acatado la disposición, el lanzamiento lo ejecutará la Guardia Civil; y que en el expediente que se acompaña, figuran los documentos relacionados con la segunda parte de la anterior disposición.
Discutido ampliamente el asunto, se resolvió: declarar sin lugar el recurso, por cuanto la orden de desalojar dada por el Gobernador de Puntarenas para hacer cumplir un acuerdo firme del Municipio de esa localidad, el cual dispuso ponerle término a la concesión precaria obtenida por los causahabientes de los que el recurrente tanto en razón de que el negocio se explota de modo abusivo, como porque el espacio que ocupa el kiosco se necesita para completar el área en que se trata de llevar a cabo mejoras de ornato, tal orden no puede calificarse sino de acto de la parte concedente que unilateralmente le pone término a la concesión, no pudiendo calificarse ese proceder como acto de autoridad, susceptible del Amparo, ya que requiere una discusión a fondo que no cabe en la vía sumaria de ese recurso, sino en otra distinta.

Los Magistrados Sánchez, Bejarano y Fernández Porras declaran con lugar el recurso, de acuerdo con las razones que a continuación expresan: 
1° - Constando de la documentación aportada al efecto que el señor Gobernador de Puntarenas procedió a dictar la resolución en que se fundamenta el recurso de Amparo, en cumplimiento de órdenes del señor Ministro de Gobernación, su Superior jerárquico, debe tenerse por establecido el recurso, también, contra dicho alto funcionario, de conformidad con las disposiciones del artículo 4° de la Ley de Amparo. 
2° - Como hechos de importancia en la resolución del caso, existen los siguientes: A) Por acuerdo número uno de la sesión ordinaria número cuarenta y ocho de veintidós de noviembre de mil novecientos cincuenta, la Municipalidad del Cantón Central de Puntarenas dispuso, entre otras cosas, lo siguiente: “Se autoriza al Ejecutivo Municipal para que le notifique (al recurrente señor Calderón Cuadra) que en el término de quince días debe desalojar dicho kiosco, llevándose las mejoras. También se le pone en conocimiento que, de no acatar lo dispuesto por esta Corporación, queda autorizado el Apoderado Municipal para proceder al desahucio Administrativo, en su contra”. B) Por resolución número doscientos seis de las catorce horas del veinte de diciembre de mil novecientos cincuenta, el Ministerio de Gobernación resolvió mantener lo dispuesto por la Municipalidad de Puntarenas en el acuerdo antes mencionado. C) La Corporación Municipal, visto el pronunciamiento favorable a su tesis, emitido por el Ministerio de Gobernación, dictó el acuerdo número setenta y nueve de veintidós de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, que dice en lo que interesa: “Es del caso advertir a la interesada (esposa del señor Calderón Cuadra y recurrente también) como también a Guillermo Calderón Cuadra, que deben cumplir con lo resuelto dentro de los términos legales concedidos al efecto, desalojando el llamado Casino de la Playa, y que de no hacerse así, se tomarán los caminos legales que mejor convengan a los intereses municipales para hacer que se cumpla lo ordenado”. D) A instancias extraoficiales de los miembros de la Municipalidad, contenidas en oficio del Secretario de la Corporación, número 253 de fecha veintidós de noviembre de mil novecientos cincuenta y dos, dirigido al señor Gobernador de la Provincia, en el sentido de que hiciera efectivo el desalojamiento de los recurrentes, dicho funcionario replicó por oficio número dos mil seiscientos veinte de veinticuatro de noviembre del citado año, manifestando: “Por más que yo desee complacer a los señores Munícipes, he de privarme de hacerlo en este caso por no encontrar amparo en ningún texto legal que establezca que una excitativa personal, como la que Ud. me trasmite, suplante la formalidad del acuerdo autorizado por la Municipalidad. El acuerdo que se cita, el número IX de la sesión de 22 de agosto de 1951, conmina al ocupante del Kiosco CASINO DE LA PLAYA a desplazarlo, reservándose la Municipalidad el derecho de apelar al expediente que más le convenga, si la conminación no es atendida. La Municipalidad no ha dicho cuál es el expediente que aplicará al no ser atendida, y mientras no lo diga en forma, el suscrito carece de la fuente indispensable para considerar y resolver su posición, de acuerdo con lo que le indiquen los preceptos legales, ya sea en cuanto a la forma o en lo que intervenga con respecto a su jurisdicción”. E) La Municipalidad, inconforme con el criterio del señor Gobernador, dictó entonces el acuerdo número quince de la sesión ordinaria número ciento treinta y uno de veintiséis de noviembre del año próximo pasado, que reza así: “La Municipalidad de Puntarenas, con vista de que no se han cumplido, la resolución gubernativa 206 de 20 de diciembre de 1950 y el acuerdo IX de la sesión ordinaria N° 79 de 22 de agosto de 1951, acuerda: Elevar queja ante el Ministerio de Gobernación y ante la Contraloría General de la República”, contestando a ese requerimiento el Ministerio de Gobernación así: “En virtud de esa iniciativa, me permito hacerle la respectiva prevención con el objeto de que se le dé cumplimiento sin demora a lo que dispone la Corporación”. F) Insistió nuevamente sobre su tesis el señor Gobernador, y al efecto expidió a su Superior, el señor Ministro, el oficio número dos mil setecientos ochenta y siete de trece de diciembre último, en que—entre otros conceptos—expresa: “La realidad es que yo no he desacatado el artículo 28 de las Ordenanzas Municipales, ya que la Municipalidad no ha dado ningún acuerdo comisionándome o encargándome para desalojar el Casino de la Playa a los señores Calderón. La Municipalidad dio el acuerdo N° 8 de la sesión de 13 de agosto último, en el que me ordenó ejecutar el desalojamiento mencionado, pero en artículo 1° de la sesión del 20 del mismo mes, lo dejó sin efecto”. G) Ante la situación expuesta por el funcionario subalterno, el Ministerio replicó con mensajes telegráficos de diecinueve y veinte de diciembre citado, previniendo el primero el inmediato cumplimiento de los acuerdos municipales tomados en el particular, y conminando finalmente al señor Gobernador, en el último de los mensajes, con las siguientes palabras: “Espero que esta sea mi última intervención”. H) Cumpliendo el mandato del Superior, la Gobernación de Puntarenas dictó la resolución de las quince horas del veintidós de diciembre último, en los términos siguientes: “Por cuanto los señores Guillermo Calderón Cuadra y Blanca Nieves Fernández de Calderón no han desalojado el Kiosco ‘Casino de la Playa’ a pesar de que están formalmente notificados de que deben desocuparlo y desmantelarlo, según acuerdos dados por la Municipalidad de este cantón central N° 1 de la sesión de 22 de noviembre de 1950 y número IX de la sesión de 22 de agosto de 1951, y resolución gubernativa número 206 de 20 de diciembre de 1950, SE RESUELVE: Ordenar su desalojamiento por medio de la Fuerza Pública debiendo desmantelarse el citado Kiosco Casino de la Playa a fin de que expedite la zona donde está ubicado. Se les conceden a dichos señores diez días de término para que se sometan a las disposiciones municipales citadas. Esos diez días vencen el primero de enero de mil novecientos cincuenta y tres. Ofíciese a la Comandancia de la Guardia Civil para que se sirva darle cumplimento a esta orden el dos de enero de mil novecientos cincuenta y tres (1953), si los señores Calderón no hubieren desocupado dicho Kiosco”. I) Entre la Municipalidad de Puntarenas y los recurrentes existe juicio ordinario ante el Juzgado Civil de Hacienda, tendiente a obtener pronunciamiento judicial relativo a la obligación de los demandados de cumplir con las resoluciones del Ministerio de Gobernación números ciento uno y doscientos seis, de las nueve horas del once de agosto de mil novecientos cincuenta y uno y de las catorce horas del veinte de diciembre de mil novecientos cincuenta, respectivamente. 
3° - De lo que viene expuesto se infiere: A) Que los acuerdos municipales tomados en el caso se limitan, pura y simplemente, a dar aviso previo de desocupación a los recurrentes, con advertencia, primero, de que de no cumplir con el desalojamiento, el apoderado de la Corporación presentará juicio de desahucio administrativo, y luego, a conminar nuevamente tal desalojamiento, con advertencia de que de no hacerlo se tomarían “los caminos legales que mejor convengan a los intereses municipales para hacer que se cumpla lo ordenado”. En este extremo, la posición de la Municipalidad fue de todo punto prudente y conciliatoria, aunque se hablara del juicio de desahucio administrativo equivocadamente, por no proceder en el caso tal trámite a la luz de las disposiciones de la ley respectiva. B) La actitud del señor Gobernador, como Ejecutivo Municipal, al negarse a dar cumplimiento a lo acordado en cuanto la Municipalidad pretendía que se tradujera o se interpretara en el sentido de lanzar, manu militari, a los ocupantes del Kiosco, fue digna de elogio y reveladora de las altas condiciones de hombre de ley que adornan a ese funcionario, celoso cumplidor de sus deberes. Él comprendió que se pretendía ir más allá de lo acordado por el Ayuntamiento, y de ahí su justificada resistencia, implicativa de un buen deseo de evitar posibles y graves responsabilidades. Obsérvese que la Municipalidad no se allanó en ningún momento a seguir el consejo del señor Gobernador, de tomar un acuerdo concreto sobre el desalojamiento de facto y que más bien por vía extraoficial se quejó de la resistencia del funcionario ante la Superioridad. C) El Ministerio de Gobernación, dentro del mismo criterio erróneo de la Municipalidad, dio a su subalterno órdenes fuera de la órbita de los acuerdos municipales que éste se vio compelido, por obediencia jerárquica, a cumplir. D) Así las cosas, la resolución de la Gobernación de Puntarenas de las quince horas del veintidós de diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, en que se fundamenta el recurso de Amparo, aparte de no tener soporte alguno en la ley, ya que el funcionario que la dictó carecía de facultades para hacerlo, lesiona, en perjuicio de los recurrentes, los siguientes derechos individuales consignados en la Constitución Política: 
Artículo 23 – Inviolabilidad del domicilio. Sólo por orden escrita de juez competente, o para impedir la comisión o impunidad de delitos, o evitar daños graves a las personas o a la propiedad, con sujeción a lo que prescribe la ley, puede allanarse el domicilio u otro recinto privado de los habitantes. En el negocio denominado el “Kiosco (sic) de la Playa”, residen los recurrentes, es su domicilio, y como tal debe respetarse. La resolución que los amenaza, de hacerse efectiva, implicaría una violación de la garantía de comentario, supuesto que quienes la ejecuten proceden arbitrariamente. Por otra parte, no hay orden de autoridad competente, emanada de un proceso seguido entre las partes, que dé validez jurídica a la intervención que se pretende. 
Artículo 35 – Juzgamiento legal. Al ordenarse al señor Gobernador el cumplimiento de la desocupación de los recurrentes, sin previo juicio, erigiendo a esa autoridad en juez especial para el caso, se viola la norma constitucional de comentario en cuanto ella garantiza que “nadie puede ser juzgado por comisión, tribunal o juez especialmente nombrado para el caso, sino exclusivamente por los Tribunales establecidos de acuerdo con esta Constitución”. ¿Cuáles son estos Tribunales? Los que señala en el artículo 153 de la misma Constitución. A este respecto cabe comentar que el camino adoptado por la Constitución, sea el de establecer el juicio correspondiente contra los recurrentes, era el de buena ley. Al ejecutarse de hecho lo que no ha sido resuelto de derecho, cabe pensar que la improcedencia del amparo habrá cerrado la vía judicial buscada para este fin por las partes en disputa. ¿Por qué? ¿A qué seguir el juicio contencioso si fuera de él una de las partes se dio traza para obtener administrativamente lo que pretendía obtener judicialmente? 

Artículo 41 – Amparo por medio de la ley. La resolución que se intenta ejecutar en perjuicio de los recurrentes veda a estos el ejercicio de sus derechos, tendiente a reprimir la amenaza por acción de las que se les pretende hacer objeto, ya que la ejecución de aquella liquida y resuelve perentoriamente el derecho. 

Artículo 49 – La jurisdicción contencioso-administrativa. El amparo que a favor de todas las personas establece el referido canon constitucional se les cierra de hecho y de derecho a los recurrentes, ya que se habrá establecido que las actuaciones, en el caso, de las autoridades administrativas, lo fueron a tono con la ley, vedando en forma cierta un pronunciamiento judicial contrario. 

De acuerdo, pues con lo expuesto anteriormente, declaramos la procedencia del recurso de amparo de que se conoce, por cuanto la resolución administrativa que lo genera, constituye acción que viola los derechos individuales establecidos por la Constitución Política en sus artículos 35, 41 y 49.
